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SALA DE CASACION SOCIAL

Ponencia del Magistrado Doctor JUAN RAFAEL PERDOMO


El ciudadano FRANCISCO DAVILA ALVAREZ, representado por los abogados LUISA AMELIA CARRIZALEZ, LUIS GONZALO ROVERO, MARIA LUISA NARBONA, ANTONIO DEL NOGAL y JULIO VIERA, demandó por cobro de prestaciones sociales, a la empresa C.A. VENEZOLANA DE SEGUROS, representada por los abogados RICARDO CAMBA, CÉSAR HERNÁNDEZ, ANTONIO GUERRA y PEDRO CASALE, ante el Juzgado Cuarto de Primera Instancia de la Circunscripción Judicial  del Área Metropolitana de Caracas.



El Juzgado Superior Segundo del Trabajo de la citada Circunscripción Judicial, conociendo en apelación, dictó sentencia definitiva el día 7 de diciembre de 1994, en la cual declaró parcialmente con lugar la demanda, modificando la decisión apelada.



El apoderado de la demandada formalizó el recurso de casación anunciado oportunamente. Hubo contestación y réplica. 


Por la entrada en vigencia del nuevo texto constitucional, la competencia funcional y objetiva de la antigua Corte ha sido modificada. Como consecuencia de ello, fueron remitidos los autos a esta Sala de Casación Social. Recibidos éstos se dio cuenta en Sala y se designó ponente al Magistrado que con tal carácter suscribe el presente fallo. Cumplidas como han sido las formalidades legales, se pasa a dictar sentencia en los términos que siguen:

CUESTIONES DE PREVIO PRONUNCIAMIENTO

I


La parte actora, en su escrito de contestación solicita que se declare el perecimiento del recurso, por no cumplir con la carga de indicar cuáles son las normas aplicables, tal como dispone el ordinal 4º del artículo 317 del Código de Procedimiento Civil, e indica otras deficiencias en las denuncias por infracción de ley.


Para decidir, la Sala observa:


La carga del formalizante, de expresar cuáles son las normas jurídicas que el Tribunal de última instancia debió aplicar y no aplicó para resolver la controversia, con expresión de las razones que demuestren la aplicabilidad de dichas normas, se refiere al recurso por infracción de ley, dirigido a combatir el juicio sobre la controversia de fondo, y no al recurso por defecto de actividad, dirigido al control de las normas procesales que ordenan los actos del proceso.



Por consiguiente, las denuncias de vicios de la sentencia que contiene el escrito de formalización, por no requerir tal mención, están libres de deficiencias que impidan su resolución por la Sala, no aplicándose por tal razón la sanción de perecimiento.


En consecuencia, pasa la Sala a resolver sobre el recurso interpuesto.

II


En fecha 3 de junio de 1998 compareció ante la Sala de Casación Civil de la antigua Corte Suprema de Justicia, el abogado Antonio del Nogal, quien consignó partida de defunción del actor Francisco Antonio Dávila Alvarez y poder otorgado por los herederos, solicitando se libren los correspondientes edictos.

 



El día 18 de junio de 1998 se libró edicto y se ordenó publicarlo en dos diarios, hasta 32 publicaciones. En fecha 20 de julio de 1998, el apoderado de los herederos actúa ante dicha Sala y señala que el costo de publicación de los edictos alcanza la suma de Quinientos Mil Bolívares (Bs. 500.000,oo), de la cual carecen sus representados. Consigna justificativo para perpetua memoria, dirigido a establecer que sus representados son únicos y universales herederos, y solicita la continuación del proceso.



Para decidir, la Sala observa:


La situación de hecho que se expone, exige del análisis de las siguientes disposiciones del Código de Procedimiento Civil:

 

“Artículo 144.- La muerte de la parte desde que se haga constar en el expediente, suspenderá el curso de la causa mientras se cite a los herederos.

 

Artículo 231.- Cuando se compruebe que son desconocidos los sucesores de una persona determinada que ha fallecido, y esté comprobado o reconocido un derecho de ésta referente a una herencia u otra cosa común, la citación que debe hacerse a tales sucesores desconocidos, en relación con las acciones que afecten dicho derecho, se verificará por un edicto en que se llame a quienes se crean asistidos de aquel derecho para que comparezcan a darse por citados en un término no menor de sesenta días continuos, ni mayor de ciento veinte, a juicio del Tribunal, según las circunstancias.

 

El edicto deberá contener el nombre y apellido del demandante y los del causante de los sucesores desconocidos, el último domicilio del causante, el objeto de la demanda y el día y la hora de la comparecencia.

 

El edicto se fijará en la puerta del Tribunal y se publicará en dos periódicos de los de mayor circulación en la localidad o en la más inmediata, que indicará, el Juez por lo menos durante sesenta días, dos veces por semana”.

 



En el caso bajo decisión, se produjo la muerte del trabajador, parte actora del juicio, hecho que produce la suspensión de la causa hasta que se cite a los herederos. Sin embargo, en el mismo acto en que se consignó la partida de defunción, se hizo presente el apoderado de los herederos que aparecen como tales en dicho documento público.

 


A juicio de esta Sala, en tal situación no consta la existencia de herederos desconocidos, supuesto de aplicación del artículo 231 del Código de Procedimiento Civil, arriba transcrito, por lo cual no existe ninguna razón legal para imponerle a las partes la carga de publicarlo, tal como ha sido hasta el presente el uso procesal de nuestros tribunales. Distinto es el caso cuando en autos consta la existencia de herederos conocidos y se haya pedido su citación. En tal supuesto deberán ser llamados a juicio por los otros medios de citación o emplazamiento previstos en el Código de Procedimiento Civil, distintos al edicto, pues de no ser así, se alteraría el debido proceso.

 


Por tanto, citados los herederos mencionados en la partida de defunción, el proceso de casación debe continuar.

 

III

 


La Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, aprobada por referendo del 15 de diciembre de 1999, publicada en la Gaceta Oficial de fecha 30 del mismo mes y año, claramente ordena evitar las reposiciones inútiles.

 


Considera la Sala necesario transcribir las siguientes disposiciones constitucionales:

 

"Artículo 26. Toda persona tiene derecho de acceso a los órganos de administración de justicia para hacer valer sus derechos e intereses, incluso los colectivos o difusos, a la tutela efectiva de los mismos y a obtener con prontitud la decisión correspondiente.

 

El Estado garantizará una justicia gratuita, accesible, imparcial, idónea, transparente, autónoma, independiente, responsable equitativa y expedita, sin dilaciones indebidas, sin formalismos o reposiciones inútiles.
 

Artículo 257. El proceso constituye un instrumento fundamental para la realización de la justicia.  Las leyes procesales establecerán la simplificación, uniformidad y eficacia de los trámites y adoptarán un procedimiento breve, oral y público. No se sacrificará la justicia por la omisión de formalidades no esenciales.
 

Artículo 334. Todos los jueces o juezas de la República, en el ámbito de sus competencias y conforme a lo previsto en esta Constitución y en la ley, están en la obligación de asegurar la integridad de la Constitución.

 

En caso de incompatibilidad entre esta Constitución y una ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales correspondiendo  a  los  tribunales en cualquier causa, aún de oficio, decidir lo conducente. (...)

 

Artículo 335. El Tribunal Supremo de Justicia garantizará la supremacía y efectividad de las normas y principios constitucionales; será el máximo y último intérprete de la Constitución y velará por su uniforme interpretación y aplicación. (... )."

 

 



En el mismo sentido de los mandatos constitucionales, el Código de Procedimiento Civil, en su artículo 206, establece:

 

"Los jueces procurarán la estabilidad de los juicios, evitando o corrigiendo las faltas que puedan anular cualquier acto procesal.  Esta nulidad no se declarará sino en los casos determinados por la ley, o cuando haya dejado de cumplirse en el acto alguna formalidad esencial a su validez.

 

En ningún caso se declarará la nulidad si el acto ha alcanzado el fin al cual estaba destinado."

 

 



El único aparte, que establece el principio de finalidad del acto dirigido a evitar reposiciones inútiles, es aplicable a las nulidades virtuales, cuando en el acto haya dejado de cumplirse alguna formalidad esencial a su validez, y a las nulidades textuales, cuando la ley ordena la nulidad, pues establece que "en ningún caso" se declarará la nulidad si el acto ha alcanzado el fin al cual estaba destinado.

 


Entre las nulidades ordenadas por la ley, se encuentra la disposición del artículo 244 del mismo Código, de acuerdo con la cual será nula la sentencia por no cumplir con los requisitos formales establecidos en el artículo 243 o por incurrir en los vicios descritos en el mismo artículo 244. Por tanto, antes de declarar la nulidad del fallo, por defectos en su forma intrínseca, es necesario examinar si el acto, o sea la sentencia, a pesar de la deficiencia, alcanzó su fin, el cual no es otro que resolver la controversia, con fuerza de cosa juzgada, posibilidad de ejecución y suficientes garantías para las partes.

 


En cuanto a las garantías para las partes, es necesario tomar en cuenta el artículo 49 de la Constitución, el cual establece:

 

"Artículo 49. El debido proceso se aplicará a todas las actuaciones judiciales y administrativas y, en consecuencia:

 

1. La defensa y la asistencia jurídica son derechos inviolables en todo estado y grado de la investigación y del proceso. Toda persona tiene derecho a ser notificada de los cargos por los cuales se le investiga, de acceder a las pruebas y de disponer del tiempo y de los medios adecuados para ejercer su defensa. Serán nulas las pruebas obtenidas mediante violación del debido proceso. Toda persona declarada culpable tiene derecho a recurrir del fallo, con las excepciones establecidas en esta Constitución y la ley.

 

2. Toda persona se presume inocente mientras no se pruebe lo contrario.

 

3. Toda persona tiene derecho a ser oída en cualquier clase de proceso, con las debidas garantías y dentro del plazo razonable determinado legalmente, por un tribunal competente, independiente e imparcial establecido con anterioridad. Quien no hable castellano o no pueda comunicarse de manera verbal, tiene derecho a un intérprete.

4. Toda persona tiene derecho a ser juzgada por sus jueces naturales en las jurisdicciones ordinarias, o especiales, con las garantías establecidas en esta Constitución y en la ley. Ninguna persona podrá ser sometida a juicio sin conocer la identidad de quien la juzga, ni podrá ser procesada por tribunales de excepción o por comisiones creadas para tal efecto.

 

5. Ninguna persona podrá ser obligada a confesarse culpable o declarar contra sí misma, su cónyuge, concubino o concubina, o pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad.

 

La confesión solamente será válida si fuere hecha sin coacción de ninguna naturaleza.

 

6. Ninguna persona podrá ser sancionada por actos u omisiones que no fueren previstos como delitos, faltas o infracciones en leyes preexistentes.

 

7. Ninguna persona podrá ser sometida a juicio por los mismos hechos en virtud de los cuales hubiese sido juzgada anteriormente.

 

8. Toda persona podrá solicitar del Estado el restablecimiento o reparación de la situación jurídica lesionada por error judicial, retardo u omisión injustificados. Queda a salvo el derecho del o de la particular de exigir la responsabilidad personal del magistrado o magistrada, juez o jueza y del Estado, y de actuar contra éstos o éstas."

 


Como consecuencia de lo antes expuesto, en aplicación del principio finalista, acatando la orden de evitar reposiciones inútiles, esta Sala no declarará la nulidad de la sentencia recurrida, si una concreta deficiencia en su forma intrínseca no impide determinar el alcance subjetivo y objetivo de la cosa juzgada, no hace imposible su eventual ejecución y no viola el derecho de las partes a una justa resolución de la controversia.


Para realizar el examen sobre la posible infracción del derecho de las partes a una justa resolución de la controversia, la decisión de la Sala deberá establecer, en forma previa, el fundamento de lo decidido por la Alzada, para resolver si las denuncias que se formulan son capaces de alterarlo, o si impiden, por omisión de pronunciamiento o de fundamentos, el control de legalidad.



Por otra parte, la Constitución vigente da prioridad a la resolución de la controversia, en tanto que el artículo 320 del Código de Procedimiento Civil, privilegia la resolución de las cuestiones de forma, al establecer en su segundo aparte, lo siguiente:

 

"Si al decidir el recurso la Corte Suprema de Justicia encontrara una infracción de las descritas en el ordinal 1° del artículo 313, se abstendrá de conocer las otras denuncias de infracción formuladas, y decretará la nulidad y reposición de la causa al estado que considere necesario para restablecer el orden jurídico infringido. Igual abstención hará cuando declare con lugar una infracción que afecte una interlocutoria que haya producido un gravamen no reparado en la definitiva."

 



Dada la contradicción de esta disposición legal con los principios constitucionales que ordenan no sacrificar la justicia por la omisión de formalidades no esenciales, a obtener con prontitud una decisión sobre la controversia, a una justicia expedita, sin dilaciones indebidas, sin formalismos o reposiciones inútiles, establecidas en las disposiciones de la Carta Magna, arriba transcrita, en acatamiento del deber, también constitucional, de aplicar con preferencia las disposiciones y principios constitucionales y garantizar su supremacía y efectividad, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 20 del Código de Procedimiento Civil, esta Sala desaplica la regla legal del artículo 320 que obliga a resolver, en primer término, en forma excluyente en caso de procedencia, el recurso de forma, para asumir la función de determinar, en cada caso concreto, cuál es el orden de la decisión que mejor sirve a los fines de hacer efectiva justicia.

 

IV

 


La Alzada fundamentó su decisión de declarar parcialmente con lugar la demanda, en las siguientes consideraciones:

 

"Anteriormente, en la prueba anexa al folio 4 del cuaderno de recaudos, se mencionó la misma para un posterior pronunciamiento. Dicha documental lleva la firma del Ingeniero José Rincón, Coordinador de Producción; está en papel membrete de la empresa con el sello de la misma. Dicha documental es del tenor siguiente para hacer constar "que el señor Francisco Antonio Dávila Alvarez trabaja en esta compañía de seguros como Agente Exclusivo desde el año 1974. Dicho agente ha devengado por concepto de comisiones durante los últimos seis meses un promedio mensual de Bs. 53.506,00...". Dicha constancia tiene fecha 29 de enero de 1990. En la contestación de la demanda la parte accionada atacó dicha documental en los siguientes términos: "...rechazamos y contradecimos por inciertos que nuestra representada haya reconocido la condición de trabajadores subordinados (sic) o de dependencia del actor mediante el anexo N° 4...". Tal rechazo resulta insuficiente por cuanto al tratarse de un documento con firma original emanada de la demandada, el mismo debió ser desconocido en un todo de conformidad con lo previsto en el Artículo 444 del Código de Procedimiento Civil. Por tanto al no seguirse la vía procesal pertinente dicho instrumento, como lo señala el actor, debe conservar valor probatorio, y resulta forzoso para este Tribunal estimar, tal como lo hizo el de Primera Instancia, que dicho valor está en el reconocimiento no solamente de una prestación de servicios sino de una relación de trabajo, por cuanto no otra cosa puede desprenderse de la expresión "trabaja en esta compañía desde 1974 y ha devengado por concepto de comisiones durante los últimos seis meses un promedio mensual de bolívares...". En efecto, si se emplea la expresión "promedio mensual de comisiones" de los últimos seis meses, ello constituye un reconocimiento a una relación de trabajo mediante una remuneración salarial variable, puesto que ese es el cálculo que establecía la derogada Ley del Trabajo para remunerar al trabajador a comisión, y la constancia fue otorgada bajo la vigencia de dicha ley. Efectivamente dichas expresiones denotan una vinculación laboral, mucho más hoy cuando el Artículo 59 de la Ley Orgánica del Trabajo obliga al sentenciador en caso de duda, a la aplicación de la norma más favorable o en la interpretación más favorable al trabajador. En virtud de que ciertamente ninguna de las otras pruebas anteriormente valoradas que fueron evacuadas por la parte actora llegan a demostrar la existencia de la relación de trabajo por las razones que fueron debidamente expresadas en cada una de ellas, respecto de esta documental el sentenciador llega a la interpretación más favorable al actor, cuál es determinar a través de dicho documento la existencia de una relación de trabajo mediante una prestación personal de servicios con el pago de una remuneración a partir de la fecha señalada en el libelo, 22 de abril de 1974 y hasta la fecha señalada en el mismo libelo el 4 de octubre de 1991 en que se presenta la demanda y conforme a lo expresado por el actor en el libelo. En virtud de que todo el argumento de la parte demandada consistió en la negación de la relación de trabajo, entre ellos la negativa de los distintos montos y cálculos salariales alegados por el actor, y por cuanto no son contrarios a derecho los conceptos reclamados, derivados todos de una relación de trabajo; y los días de descanso y feriados procedentes al tratarse de una remuneración variable a comisión, con excepción de los reclamados días feriados regionales, por cuanto dicha categoría no aparece prevista en el Artículo 212 de la Ley Orgánica del Trabajo, y por lo que a este respecto no procede dicho concepto por lo cual el monto de lo reclamado por concepto de días feriados, en los cuales deben ser excluidos, los días feriados regionales, deberá ser determinado por experticia complementaria en todos los años de la relación laboral.  Así se declara.

 

Las consideraciones anteriores conllevarán a estimar parcialmente la procedencia de la presente acción, en los conceptos y cantidades reclamadas en el libelo de la demanda, tanto en los montos contabilizados, como en aquellos conceptos cuyo pago se solicita a través de experticia complementaría del fallo (... )."

 

RECURSO POR INFRACCIÓN DE LEY

 

I

 



Con fundamento en el ordinal 2° del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, el formalizante denuncia infracción del artículo 254 del Código de Procedimiento Civil, por haberle negado aplicación y vigencia a una norma vigente.

 


Señala el recurrente, luego de transcribir el dispositivo del fallo, que la Alzada declara sin lugar la demanda, "sin expresar la prueba plena de los hechos alegados, todos negados por la demandada."

 


Para decidir, la Sala observa:

 



No puede la Sala censurar el establecimiento de los hechos realizado por la instancia con la sola denuncia del artículo 254 del Código de Procedimiento Civil, que contiene al respecto una regla general, que no constituye norma legal expresa que regule el establecimiento o valoración de los hechos, o de las pruebas.

 



Al respecto, establece el artículo 320 del Código de Procedimiento Civil, lo siguiente:

 

"En su sentencia del recurso de casación, la Corte Suprema de Justicia, se pronunciará sobre las infracciones denunciadas, sin extenderse al fondo de la controversia, ni al establecimiento ni apreciación de los hechos que hayan efectuado los Tribunales de instancia, salvo que en el escrito de formalización se haya denunciado la infracción de una norma jurídica expresa que regule el establecimiento o valoración de los hechos, o de las pruebas o que la parte dispositiva del fallo sea consecuencia de una suposición falsa por parte del Juez, que atribuyó a instrumentos o actas del expediente menciones que no contiene, o dio por demostrado un hecho con pruebas que no aparecen en autos o cuya inexactitud resulta de actas e instrumentos del expediente mismo."

 




La disposición legal transcrita es aplicable a las denuncias por infracción de ley, y no a las imputaciones de defecto de actividad, en las cuales los poderes de la casación dirigidos a controlar el debido proceso legal, son similares a los ejercidos por los jueces de instancia; por tanto, no puede entenderse como "una venda en los ojos de la justicia", que distorsionando la imagen tradicional, impide a la Sala examinar la utilidad de una reposición en defensa de la decisión, sino como una distribución de competencias, en la cual es facultad de los jueces de instancia el establecimiento y apreciación de los hechos, y de la casación el control sobre la aplicación del derecho, con el fin de defender la ley y unificar la jurisprudencia, cumpliendo así la garantía de igualdad de los ciudadanos ante la ley.

 



Así interpretada la norma, no constituye un simple formalismo sino un límite legal a la competencia de la Sala, el cual no puede ser transgredido sin infringir el artículo 137 de la Constitución: "La, Constitución y la ley definirán las atribuciones de los órganos que ejercen el Poder Público, a las cuales deben sujetarse las actividades que realicen."

 



Por consiguiente, no puede la Sala conocer de la denuncia de fondo formulada, por no estar comprendida dentro de los casos de excepción del artículo 320 del Código de Procedimiento Civil, lo cual determina que ésta se deseche.
II

 



Con fundamento en el ordinal 2° del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, el formalizante denuncia infracción de los artículos 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo y del artículo 362 del Código de Procedimiento Civil, por "indebida, incorrecta, errónea y falsa aplicación".



De acuerdo con el recurrente, la decisión de Alzada establece que la carga probatoria fundamental corresponde al actor, para demostrar la relación de trabajo; sin embargo, luego declara con lugar los conceptos reclamados, por no ser contrarios a derecho.

 



Al respecto, aduce el formalizante que no podía la recurrida basarse en "no ser contraria a derecho" la reclamación para declarar su procedencia, porque ello sólo puede ser así en los casos de confesión ficta.

 


Para decidir, la Sala observa:

 



No cumple el recurrente con la carga impuesta por el artículo 317, de denunciar que se incurrió en alguno o algunos de los casos del ordinal 2° del artículo 313, pues el señalamiento de que se incurrió en "indebida, incorrecta, errónea y falsa aplicación" es absolutamente contradictorio.

 



Por otra parte, no razona su denuncia, pues omite el contenido de las disposiciones legales cuya infracción imputa, uno de los dos parámetros necesarios para tal demostración. Sin embargo, de la explicación que hace puede colegirse que imputa falsa aplicación, pues considera que dichas reglas no son aplicables al caso, lo cual lo obligaría a determinar cuáles son las reglas legales que el Juez debió aplicar y no aplicó para resolver la controversia, lo cual también fue omitido.

 



Asimismo, el Juez de instancia no declaró la confesión ficta, sino que se basó en una prueba que demostró la prestación personal de servicios, hecho generador de la presunción de existencia de la relación de trabajo. La no contrariedad de lo pedido con el derecho, la declaró para aplicar la ley a los hechos establecidos mediante la presunción legal.

 


En consecuencia, se desecha esta denuncia.

 

 

III

 



Con fundamento en el ordinal 2° del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, el formalizante denuncia infracción de los artículos 65, 129, 139, 140 y 141 de la Ley Orgánica del Trabajo, y de los artículos 136, 137, 138, 139 y 142 de la Ley de Seguros y Reaseguros vigente para la fecha en que sucedieron los hechos, el primero por "falsa, errónea, incorrecta e indebida aplicación" y los restantes por falta de aplicación.

 



Señala el recurrente que la recurrida encuentra cumplida la presunción legal del artículo 65 de la Ley Orgánica del Trabajo, de acuerdo con el cual se presumirá la existencia de una relación de trabajo entre quien preste un servicio personal y quien lo reciba, con el examen del documento que, marcado 4, se acompañó al libelo, para lo cual analizó aisladamente la disposición legal, "pues de la tal constancia no puede inferirse la relación laboral presunta; en efecto, en ella se indica que el señor Dávila era AGENTE EXCLUSIVO y que devengaba un promedio mensual de Cincuenta y Tres Mil Quinientos Seis Bolívares (Bs. 53.506,oo), 'POR CONCEPTO DE COMISIONES'."

 


Con ese fundamento, sostiene que el demandante no era un trabajador en el sentido de la Ley de la materia, sino un agente exclusivo que devengaba comisiones variables; y, por eso, no tenía la cualidad de trabajador de su representada vinculado con ella por un contrato de trabajo, pues simplemente era un agente exclusivo que devengaba comisiones semestrales.

 


Al respecto, sostiene que el demandante podía emplear tiempo y esfuerzos para buscar clientes, pero si en esa búsqueda nada obtenía, pues no había comisión, es decir, no era la actividad desplegada en procura de potenciales clientes, sino lograr que se concretara una negociación lo que le hacía merecedor de una comisión. En esas condiciones, considera el recurrente que no había estipulación de salario y el demandante no percibía salario por unidad de tiempo y tampoco remuneración o salario por unidad de obra, pieza o a destajo, porque la empresa no remuneraba el esfuerzo, sino que le pagaba una comisión por lo que eventualmente podía hacer.

 


En consecuencia, aduce el formalizante, que en vez de aplicar el artículo 65 de la Ley Orgánica del Trabajo, la recurrida debió aplicar, y no aplicó, los artículos 129 139, 140 y 141 de la misma Ley para establecer que realmente no existía contrato de trabajo, pues faltaba el elemento primordial y fundamental: un salario estipulado que compensara el esfuerzo realizado, pues lo que había era simple porcentaje variable, aleatorio e imponderable, al depender de cuánto podía lograr el demandante en su labor de búsqueda de asegurados, actividad que no cae dentro de la presunción y, por el contrario, demuestra la inexistencia de algún salario convenido y realmente devengado.

 



A lo ya expuesto añade el formalizante que por ser tal agente, se considera intermediario en cualquier contrato de seguro celebrado entre la empresa demandada y el asegurado, agente calificado de productor de seguro conforme a los artículos 136, 137, 138, 139, 140 y 142 de la Ley de Empresas de Seguros y Reaseguros del 22 de abril de 1975, vigente para entonces y derogada el 23 de diciembre de 1994. Así, de acuerdo con el artículo 136, sólo pueden realizar labores de intermediación los productores autorizados por el artículo 137 de la Ley de Empresas de Seguros y Reaseguros y se entienden por productores de seguros las personas que dispensan su mediación para la celebración de contratos.  De acuerdo con el artículo 138 son productores los agentes que actúen directamente con una o varias empresas, calificación de productores que reiteran los artículos 139, 140, 142 y 143 de la misma Ley de Empresas de Seguros y Reaseguros.

 


Por tales razones, considera el formalizante que no se trata de trabajadores subordinados y dependientes de la empresa, sino de productores encargados de intermediar entre los asegurados y la empresa, carácter éste que le resta toda posible calificación de trabajadores en el sentido de la Ley Orgánica del Trabajo; y si la recurrida hubiese aplicado estos preceptos de la Ley de Empresas de Seguros y Reaseguros, habría tenido que concluir por declarar que no había contrato de trabajo, sino intermediación; puesto que, como su nombre lo indica, un agente de seguros, conforme a la Ley de Empresas de Seguros y Reaseguros vigente para la época, no es un trabajador subordinado y dependiente de la empresa, sino un mero intermediario, la persona que presta su mediación para lograr la celebración de un seguro percibiendo una eventual comisión por su intermediación en el negocio.

 


Para decidir, la Sala observa:

 



La primera de las denuncias, de infracción del artículo 65 de la Ley Orgánica del Trabajo, presenta la misma deficiencia formal de la imputación antes examinada, pero a diferencia de aquélla, de la fundamentación se aprecia claramente que se trata de una denuncia de falsa aplicación, pues explica cómo, a su entender, a los hechos demostrados no le es aplicable la presunción de existencia del contrato de trabajo; y al denunciar la infracción, por falta de aplicación de diversas disposiciones legales, está cumpliendo con la carga de señalar cuáles son las reglas legales aplicables al caso, y cuáles las razones de su aplicabilidad.

 



En primer término, determina la Sala que las reglas legales que permiten establecer los hechos mediante una presunción legal, son reglas que regulan el establecimiento de los hechos y, por tanto, su denuncia permite a la Sala examinar, si es necesario, los hechos del expediente, pues se ha denunciado la infracción de una regla legal expresa que regula el establecimiento o valoración de los hechos, o de las pruebas.

 



En otras palabras, la denuncia de infracción de una norma jurídica expresa que regule el establecimiento o valoración de los hechos, o de las pruebas o de que la parte dispositiva del fallo sea consecuencia de una suposición falsa por parte del Juez, permite a la Sala examinar el establecimiento y apreciación de los hechos, en los límites de lo denunciado, sin que sea necesaria la mención del artículo 320 del Código de Procedimiento Civil, o el encuadramiento de lo denunciado en alguno de los tipos de normas allí contempladas, cargas formales no exigidas por el artículo 317 del Código de Procedimiento Civil.

 



El artículo 65 de la Ley Orgánica del Trabajo, establece lo siguiente:

"Se presumirá la existencia de una relación de trabajo entre quien preste un servicio personal y quien lo reciba.

Se exceptuarán aquellos casos en los cuales, por razones de orden ético o de interés social, se presten servicios a instituciones sin fines de lucro con propósitos distintos de los de la relación laboral."

 



El hecho generador de la presunción es la prestación personal de servicios a un sujeto no comprendido dentro de las excepciones establecidas en el único aparte de la regla transcrita. Demostrada dicha prestación, se produce la consecuencia legal de establecimiento de la existencia de una relación de trabajo, presunción iuris tantum que puede ser desvirtuada por el pretendido patrono, siempre que en la contestación a la demanda no se limite a negar cada hecho, sino que debe alegar y demostrar los hechos que desvirtúen la presunción.

 




Cuando el patrono niega en forma pura y simple la relación laboral, si el trabajador demuestra que prestó servicios al empleador, ello conducirá al establecimiento de la relación de trabajo, con todas las consecuencias legales que implica.

 



Además de la fundamentación transcrita en los puntos previos de la presente decisión, la Alzada, en relación con lo ahora discutido, estableció lo siguiente:

 

"Para decidir la presente apelación considera fundamental este Tribunal destacar lo siguiente: Aunque en la contestación de la demanda el argumento central de la parte demandada fue negar la prestación de servicios y la relación de trabajo, sin añadir ningún otro elemento excepcionante, de conformidad con lo planteado en el libelo de la demanda, la presente acción se refiere a la intermediación prestada en empresas de seguros, lo que vuelve de nuevo a concretar el problema ya reiterado de la actividad de quienes actúan como intermediarios de seguros y a su vez se consideran trabajadores. Por ello en aras de una mayor ilustración del caso que el juez debe hacer, es necesario reiterar la doctrina asentada por la Sala de Casación Civil en sentencia ampliamente conocida del año 1975, reiterada en forma muy amplia en decisión de fecha 10 de diciembre de 1985, con ponencia del Magistrado Dr. Carlos Trejo Padilla. En dicho fallo, la Corte hace un análisis detenido de las diferentes leyes que han regido las operaciones de seguros, del Código de Comercio y de la Ley del Trabajo derogada que era la vigente para el momento de las actuaciones. Efectúa la Sala el análisis de las disposiciones de la vigente Ley de Empresas de Seguros y Reaseguros del 8 de agosto de 1975, y concretamente de las disposiciones previstas en los artículos 136 y siguientes sobre la intermediación de seguros. Concluye la Sala en criterio de todos conocido, en que de acuerdo con dichas disposiciones en modo alguno se puede excluir del derecho del trabajo a aquellos productores de seguros que con motivo de sus labores propias, acrediten los atributos de prestación de servicios, salario y subordinación, esenciales de la relación de trabajo; ya que en interpretación del Artículo 137 de dicha Ley, es perfectamente posible pensar que con ocasión de las actividades de el productor o agente de seguros que sea persona natural y que actúe en forma exclusiva para determinada empresa, pueda configurarse una relación de trabajo, siempre y cuando de la forma como se ejecuten tales actividades, se encuentren los requisitos ya mencionados de la relación de trabajo. En consecuencia de ello, estima la Corte, que las facultades de investigación y de inspección que atribuye la Ley a la Superintendencia de Seguros no implica ni está relacionada a la calificación de la relación de un productor de seguros, ya que dichas normas se establecen en beneficio de la colectividad; y por ello los Artículos 140, 142, 176, 177 y 178 de la Ley, no pueden interponerse como elementos que pueden descalificar la existencia de una relación laboral; y la prohibición que el Artículo 143 eiusdem establece para actuar como productores de seguros, está referida a los empleados internos de las empresas que allí se mencionan, bancarias, de créditos, de seguros, entidades de ahorro y préstamo y otras, pero no para quien no esté en dichos supuestos. (CFR. "Jurisprudencia de la Ley del Trabajo", Cuarto fascículo 1985, Caracas, págs. 212-218).

 

De conformidad con la doctrina de la Corte anteriormente referida, resulta evidente que en todos los casos como el presente sobre la actividad de intermediarios hay que determinar si independientemente de las normas específicas para tal actividad establecidas por la Ley de Seguros y Reaseguros, concurren los elementos propios de una relación de trabajo; es decir, la investigación específica del caso, mucho más hoy bajo la vigencia de la nueva Ley Orgánica del Trabajo, en cuyo artículo 65 se presume la existencia de una relación de trabajo entre quien preste un servicio personal y quien lo reciba; ya que la demandada negó dicha prestación de servicios.  Ello obliga al análisis de las pruebas de autos, estableciendo, como lo señaló el Tribunal de Primera Instancia, que la carga probatoria fundamental corresponde al actor para demostrar la relación de trabajo."

 



La Ley Orgánica del Trabajo entró en vigencia durante la duración de la prestación de servicios. Al ser sus normas de orden público, se aplican a las relaciones en curso y afectan los efectos futuros de los hechos pasados.

 



Entre estos efectos, se encuentra el establecimiento de los hechos que realiza el juez, el cual se rige por la nueva ley, por tanto la norma aplicable al caso es el artículo 65 de la Ley Orgánica del Trabajo.

 




Comparte esta Sala el criterio de que las normas de la Ley de Empresas de Seguros y Reaseguros no excluyen la existencia de la relación laboral, pero en cuanto a su demostración, en virtud de la presunción legal, basta que el actor demuestre la prestación personal de servicios para que se presuma la existencia de dicha relación, con todas sus características, tales como la subordinación y la existencia de un salario, cuyo quantum puede ser establecido por una experticia complementaria del fallo, siendo carga del demandado alegar y demostrar la inexistencia de dicha relación, por no cumplirse alguna de las condiciones de existencia, tales como la subordinación, o la existencia de un salario.

 

 


Ahora bien, en la contestación de la demanda expresó la empresa demandada lo siguiente:

 

"Rechazamos y contradecimos por incierto que el actor haya prestado servicio bajo las órdenes y subordinación de nuestra representada Compañía Anónima Venezolana Seguros Caracas. También rechazamos que el actor haya tenido para con nuestra representada una remuneración que lo califique de trabajador de la demandada y mucho menos que haya pagado un salario variable consistente en comisiones, según el tipo de pólizas..."

 


La Alzada consideró demostrada la existencia de comisiones, las cuales considero salario, calificación que fue adversada por la empresa al formalizar la presente denuncia, cuestión de derecho que debe ser decidida por la Sala.

 



Establece el artículo 133 de la Ley Orgánica del Trabajo, lo siguiente:

 

"Para los efectos legales se entiende por salario la remuneración que corresponde al trabajador por la prestación de sus servicios y comprende tanto lo estipulado por unidad de tiempo, por unidad de obra, por piezas o a destajo, como las comisiones, primas, gratificaciones, participación en los beneficios o utilidades, sobresueldos, bono vacacional, así como los recargos legales o convencionales por días feriados, horas extras o trabajo nocturno, alimentación o vivienda, si fuere el caso, y cualquier otro ingreso, provecho o ventaja que perciba por causa de su labor."

 


Son elementos comunes de los conceptos que la ley considera salario, el carácter de contraprestación por la labor efectuada y la regularidad de la percepción.

 


Adujo el formalizante que faltaba el elemento primordial y fundamental: un salario estipulado que compensara el esfuerzo, realizado, pues lo que había era simple porcentaje variable, aleatorio e imponderable, al depender de cuánto podía lograr el demandante en su labor de búsqueda de asegurados, actividad que no cae dentro de la presunción y, por el contrario, demuestra la inexistencia de algún salario convenido y realmente devengado.

 



Pero es el caso que dicho porcentaje constituye comisión, siempre que sea regularmente percibido, y es salario, por estar comprendido en la regla transcrita, por tanto carece de fundamento legal lo afirmado por el recurrente.

 


En consecuencia, se declara improcedente esta denuncia.

 

IV

 



Con fundamento en el ordinal 2° del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, el formalizante denuncia infracción de los artículos 140, 142, 143, 176 y 178 de la Ley de Empresas de Seguros y Reaseguros, por error de interpretación.

 



La denuncia se refiere a la decisión de la recurrida, ya transcrita, para la cual las reglas de la entonces vigente Ley de Empresas de Seguros y Reaseguros no obstan para que pueda calificarse de relación laboral la que pueda haber entre un agente de seguros y la empresa de seguros para la cual intermedia.

 



Afirma el recurrente que al ser los productores de seguros mediadores sometidos y controlados por el Ministerio de Hacienda y la Superintendencia de Seguros, como lo indican las normas de los artículos 140, 142, 143, 176 y 178 de la Ley en cuestión, mal pueden ser tenidos como trabajadores regidos por la Ley Orgánica del Trabajo, pues su carácter de agentes intermediarios excluye la posibilidad de ser a la vez trabajadores.

 


Para decidir, la Sala observa:

 



Al realizar una denuncia de error de interpretación, debe el formalizante exponer cuál considera debe ser la correcta interpretación de cada norma, pues no puede la Sala conjeturar cuál puede ser el fundamento de las afirmaciones de violación de ley.

 



En el caso bajo decisión, el recurrente se limita a afirmar lo contrario de lo decidido por la Alzada, sin expresar alguna razón que sustente tales afirmaciones.

 



Por lo demás, ya expresó la Sala su criterio al respecto, al resolver la anterior imputación de infracción de ley.

 


En consecuencia, se desecha esta denuncia.

 

 

 

V

 



Con fundamento en el ordinal 2° del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, en concordancia con el artículo 320 del mismo Código, el formalizante denuncia infracción de los artículos 12 y 444 eiusdem y del artículo 1.363 del Código Civil, por considerar que la Alzada incurrió en el primer caso de suposición falsa.

 



La denuncia se refiere al documento privado acompañado al libelo de demanda, marcado 4, respecto al cual solicita el recurrente que se examine, para verificar que nada dice acerca de remuneración exacta, nada dice acerca de cuándo habría comenzado la relación y cuándo habría terminado y otros conceptos.

 


Para decidir, la Sala observa:

 



Del examen del documento a que se refiere el recurrente y de la sentencia recurrida se puede establecer que no cometió la Alzada el error que se le imputa, pues estableció:

 

"Dicha documental es del tenor siguiente para hacer constar 'que el señor Francisco Antonio Dávila Alvarez trabaja en esta compañía de seguros como Agente Exclusivo desde el año 1974. Dicho agente ha devengado por concepto de comisiones durante los últimos seis meses un promedio mensual de Bs. 53.506,oo...'. Dicha constancia tiene fecha 29 de enero de 1990."

 

 



El documento original, que se encuentra al folio 4 de la primera pieza del expediente tiene idéntico contenido, por tanto no incurrió la Alzada en el primer caso de suposición falsa que se le imputa.

 


Es de advertir que dicho error se comete cada vez que se atribuye a un instrumento o acta del expediente menciones que no contiene, o se distorsiona el contenido del documento de manera tal que se producen las consecuencias jurídicas que hubiese producido una mención no contenida en el mismo, no cuando el Juez, a partir del documento, llega a conclusiones de hecho o de derecho.

 


En consecuencia, se declara improcedente esta denuncia.

 

RECURSO POR DEFECTO DE ACTIVIDAD

I

 


Con fundamento en el ordinal 1° del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se denuncia infracción de los artículos 12, 243, ordinal 5° y 244 del Código de Procedimiento Civil.

 



El formalizante, luego de transcribir parte de la contestación a la demanda, en la cual niega "que nuestra representada haya reconocido la condición de trabajador subordinado" del actor, aduce que la recurrida realmente no examina el alegato de que por ese documento no se reconoce al actor su condición de trabajador subordinado o bajo relación de dependencia, con lo cual infringe las disposiciones legales cuya violación se denuncia.

 

 

 


Para decidir, la Sala observa:

 

 



Establece el artículo 65 de la Ley Orgánica del Trabajo que se presumirá la existencia de una relación de trabajo entre quien preste un servicio personal y quien lo reciba.

 



La regla legal en cuestión impide que la cuestión planteada sobre la expresa resolución de la defensa, que a decir del formalizante consiste en no aceptar que la prestación de servicios lo fue bajo subordinación, tenga trascendencia sobre lo decidido por el Tribunal, pues establecida la prestación personal de servicios, corresponderá demostrar al patrono el carácter no subordinado del trabajo, para desvirtuar la presunción legal.

 



Por consiguiente, cualquier omisión o deficiencia al respecto, no impide al acto alcanzar su finalidad y, por tanto, no puede declararse con tal fundamento la nulidad del fallo, lo cual conduce a que se deseche lo denunciado.

 

II

 



Con fundamento en el ordinal 1° del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se denuncia infracción de los artículos 12, 243, ordinal 5°, y 244 del Código de Procedimiento Civil.

 



El formalizante, luego de transcribir la prueba documental sobre la cual se fundamentó la sentencia, y la condena a pagar prestaciones sociales y otros conceptos derivados de la relación de trabajo, señala que la recurrida, al imponer la condena no se atuvo a lo alegado por la demandada en la contestación, pues en ésta se negaron todos los conceptos, pero la sentencia sólo analiza el punto de la relación laboral, y ordena que la demandada pague dichas cantidades, a pesar de que la prueba en cuestión sólo se refiere a comisiones, pero nada más.

 


Para decidir, la Sala observa:

 



La sentencia de Alzada fundamentó su decisión, en el punto señalado por el formalizante, en que “todo el argumento de la parte demandada consistió en la negación de la relación de trabajo, entre ellos la negativa de los distintos montos y cálculos salariales alegados por el actor”, que incluye la negación hecha de los distintos conceptos por la demandada.

 


Sin embargo, establecida la prestación de servicios, con la prueba examinada, sólo resta aplicar el derecho, como lo hizo el Sentenciador, al afirmar que "por cuanto no son contrarios a derecho los conceptos reclamados derivados todos de una relación de trabajo; y los días de descanso y feriados procedentes al tratarse de una remuneración variable a comisión, con excepción de los reclamados días feriados regionales, por cuanto dicha categoría no aparece prevista en el artículo 212 de la Ley Orgánica del Trabajo, y por lo que a este respecto no procede dicho concepto por lo cual el monto de lo reclamado por concepto de días feriados, en -los cuales deben ser excluidos, los días feriados regionales deberá ser determinado por experticia complementaria en todos los años de la relación laboral. Así se declara."

 




En consecuencia, resulta improcedente la denuncia analizada.

III

 



Con fundamento en el ordinal 1° del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, el recurrente denuncia infracción del ordinal 4° del artículo 243 del Código de Procedimiento Civil, por lo cual solicita se declare la nulidad del fallo, por disposición del artículo 244 del mismo Código.

 


El formalizante, luego de transcribir extensos párrafos de la decisión recurrida, señala que esa larga exposición es insustancial, por inmotivada:

 

“Si la recurrida se apoya en esa carta, como único soporte fáctico, resulta inmotivada, porque la comunicación en nada se refiere a los conceptos reclamados y negados al contestar”; y añade que no hay congruencia fáctica entre la motivación y lo dispositivo, es decir, no existe una verdadera motivación que soporte, apoye o sostenga la condenatoria, puesto que de esta comunicación no emerge la prueba de los conceptos libelados; para concluir en que "no se trata de estimar exigua la motivación, sino de que, salvo lo de la presunta y negada subordinación, los conceptos mandados a pagar no están precedidos de la motivación suficiente y bastante para justificarlos, por lo cual se viola e infringe el ordinal 4° del artículo 243".

 

 


Para decidir, la Sala observa:

 



El fundamento de lo decidido ya fue transcrito en un punto previo de esta sentencia, y constituye motivación suficiente para permitir el control de legalidad, finalidad procesal de este requisito.



En efecto, demostrada la prestación de servicios, opera la presunción de existencia de la relación de trabajo, y si el Juez se equivoca al aplicar la ley, ordenando pagar por conceptos no sustentados en las disposiciones legales, puede el recurrente combatir la decisión por infracción de ley.

 


En consecuencia, se desecha esta denuncia.

 

IV

 



Con fundamento en el ordinal 1° del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se denuncia infracción de los artículos 12, 243, ordinal 5°, por lo cual considera que la sentencia está afectada de nulidad, conforme a lo dispuesto en el artículo 244 del Código de Procedimiento Civil.

 



Señala el recurrente que en la contestación a la demanda se rechazó, por incierto, que la empresa haya suministrado formas o modelos ARC, que se utilizan para la retención del impuesto sobre los salarios, sino que utilizó la forma AR-CV, que se utiliza para varias retenciones excepto sueldos, salarios y demás remuneraciones.

 



Al respecto, aduce que tal defensa no fue analizada y decidida por la Alzada por lo cual no se atuvo a lo alegado en autos, y no decidió en forma expresa, positiva y precisa sobre la alegación en cuestión.

 


Para decidir, la Sala observa:

 



Se puede constatar que, en efecto, la decisión recurrida no resolvió en forma expresa sobre la alegación referida a las planillas utilizadas para la relación de impuestos, por lo cual se apercibe al Juez de que infringe la ley cada vez que no resuelve sobre todo lo alegado, y sólo sobre lo alegado, conforme con el principio de congruencia, y que tal proceder puede acarrear sanciones civiles, penales y disciplinarias.

 



Sin embargo, ello no conduce a la nulidad del fallo, pues el hecho de que para la retención de impuestos no se utilicen las planillas correspondientes a sueldos o salarios no puede desvirtuar la existencia de una relación de trabajo, pues es el patrono quien elige cuál es la forma a utilizar. Si bien la retención de impuestos por salarios puede demostrar la existencia de una relación de trabajo, la utilización de otras planillas no constituye prueba en contra de la existencia de tal relación.

 



En consecuencia, si bien se infringió el ordinal 5° del artículo 243 del Código de Procedimiento Civil, la sentencia cumplió su finalidad de resolver la controversia, con fuerza de cosa juzgada, posibilidad de ejecución, y lo que es relevante en la denuncia analizada, con suficientes garantías para las partes, por lo cual no se puede declarar la nulidad, tal como lo dispone el único aparte del artículo 206 del Código de Procedimiento Civil.

 

V

 



Con fundamento en el ordinal 1° del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, el formalizante denuncia infracción de los artículos 12, 509 y 243, ordinal 4°, del Código de Procedimiento Civil, por lo cual solicita se declare la nulidad del fallo, tal como lo dispone el artículo 244 del mismo Código.

 


Señala la empresa recurrente que la Alzada omitió analizar y juzgar sobre diversos recaudos acompañados al libelo de demanda, detallados con los números 5, 6, 7, 8, y 9, que consisten en modelos AR-CV y declaraciones del impuesto sobre la renta del demandante.

 


Para decidir, la Sala observa:

 

 



La denuncia es similar a la anterior, sólo que en esta oportunidad el formalizante enfoca la cuestión desde el punto de vista de la prueba, y no de los alegatos.

 



En virtud del principio de comunidad de la prueba, a pesar de la falta de actividad probatoria de la demandada, el Sentenciador debió analizar todas las pruebas presentadas por el actor, incluso las referidas por el denunciante.

 



Sin embargo, la falta de análisis de estas pruebas, tal como se declaró al resolver la anterior denuncia, referida a la respectiva alegación de hechos, no impide a la sentencia alcanzar su fin.

 



El único punto de diferencia consiste en que las declaraciones de impuestos son presentadas por el trabajador; sin embargo, éstas se redactan a partir de la retención realizada por el patrono, es decir no puede racionalmente el declarante formular su declaración de impuestos de manera diferente a las retenciones realizadas.

 

 


En consecuencia, se desecha esta denuncia.

 

 

DECISION

 

 



Por las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara SIN LUGAR el presente recurso de casación.  Se condena al recurrente en las costas del recurso, tal como lo disponen los artículos 274 y 320 del Código de Procedimiento Civil.

 



Publíquese, regístrese y remítase el expediente al Tribunal de la causa, o sea, el Juzgado Cuarto de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas. Particípese esta remisión al Juzgado de origen ya mencionado, todo de conformidad con el artículo 326 del Código de Procedimiento Civil.

 



Asimismo, se ordena remitir al Juez de la recurrida copia de esta decisión, en la cual se le se apercibe de que infringe la ley cada vez que no resuelve sobre todo lo alegado, y sólo sobre lo alegado, conforme con el principio de congruencia, y que tal proceder puede acarrear sanciones civiles, penales y disciplinarias.



Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de  Casación  Social  del  Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los quince (15) días del mes de marzo de dos mil. Años: 189° de la Independencia y 141° de la Federación.

El Presidente de la Sala,

 

 

____________________________

OMAR ALFREDO MORA DIAZ

 

    El Vicepresidente y Ponente,

 

 

___________________________

    JUAN RAFAEL PERDOMO

   Magistrado,

 

  _______________________________

    




       ALBERTO MARTINI URDANETA

 

 

La Secretaria,

 

 

_____________________________

BIRMA I. TREJO DE ROMERO
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